
  
Tutela de 2ª Instancia

Rad. 66001 22 04 003 2018 00026 01

Accionante: ALVARO UMELVI HINCAPIE
Accionado: JUZG. PROMISCUO MPAL DE QUINCHIA

Asunto: Remite por competencia


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Auto  – 2ª instancia – 30 de abril de 2018

Proceso:    

Acción de Tutela –Remite por competencia funcional

Radicación Nro. :

66001 22 04 003 2018 00026 01
Accionante: 

ÁLVARO UMELVI HINCAPIÉ
Accionado:

Juzgado  Promiscuo Municipal de Quinchía, Risaralda.
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas: 


DEBIDO PROCESO JUDICIAL / REMITE POR COMPETENCIA FUNCIONAL / SUPERIOR JERÁRQUICO SALA CIVIL-FAMILIA DEL TRIBUNAL -- De acuerdo con la situación fáctica propuesta por el señor ÁUH y la naturaleza del asunto debatido relacionado con la custodia del hijo menor solicitada por el accionante,  esta Colegiatura considera que la SALA CIVIL FAMILIA  del Tribunal Superior de este Distrito Judicial, es el competente para desatar la impugnación propuesta por el actor en contra de la sentencia de tutela de primera instancia emitida por el Juez Único Promiscuo del Circuito de Quinchía, Risaralda, por ser su superior funcional, a donde se ORDENA REMITIR inmediatamente la presente actuación.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA PENAL

Pereira, treinta (30) de  abril   de dos mil dieciocho  (2018)
Proyecto aprobado por Acta No.0368
Hora: 3:30 p..
1. ASUNTO

Mediante este pronunciamiento, la Sala define lo pertinente en relación con la competencia funcional para conocer de la impugnación presentada por el señor ÁLVARO UMELVI HINCAPIÉ en contra de la sentencia de primera instancia proferida el 21 de marzo de 2018 por el Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Quinchía, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada en contra del Juzgado  Promiscuo Municipal de Quinchía, Risaralda.
2. ANTECEDENTES

2.1. El señor ÁLVARO UMELVI HINCAPIÉ  acudió al juez constitucional con el fin de que se le garantizara el derecho fundamental al debido proceso, el cual consideró vulnerado por parte del  Juzgado  Promiscuo Municipal de Quinchía, Risaralda, cuando decidió mediante sentencia del 18 de enero de 2018, otorgar la custodia de su hijo menor de edad a la madre del mismo.

Consideró el actor que lo resuelto por el juzgado accionado transgredió igualmente los derechos de su hijo, al desconocer el valor del material probatorio con el que contaba el despacho y al omitir practicar otras pruebas a favor suyo y del niño.

Por lo anterior, solicitó el amparo de su derecho fundamental al debido proceso y en tal virtud, se ordenara al Juzgado  Promiscuo Municipal de Quinchía, Risaralda, rehacer la sentencia, teniendo en cuenta las condiciones en que vive el menor J.E.H.G. con su madre y su anhelo de querer vivir con su padre.  Así mismo, que la decisión se tome con fundamento en las pruebas legalmente practicadas, sin suposiciones y declaraciones temerarias.

2.2.  El 21 de marzo de 2018 el Juzgado Único Promiscuo del Circuito profirió sentencia de primera instancia en la que resolvió negar el amparo con fundamento en que no se había acreditado alguna de las causales genéricas de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales.  Así mismo, consideró que no se habían vulnerado derechos fundamentales del menor de edad, hijo del accionante, a quien se le había otorgado su custodia a su progenitora. 
2.3.  El 23 de marzo de 2018 el señor Álvaro Umelvi Hincapié fue notificado del fallo de tutela y el 3 de abril de 2018 radicó un escrito en el juzgado de primer grado en el que impugnó la sentencia aludida.
3. PARA RESOLVER SE CONSIDERA
3.1.  El artículo 2.2.3.1.2.1 de Decreto 1069 de 2015  fue modificado  por el artículo 1º del  Decreto Nacional 1983 de 2017 el que para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991,  señaló que conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas: “(…)  5. Las acciones de tutela dirigidas contra los Jueces o Tribunales serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional del autoridad jurisdiccional accionada (…)”.

3.3. La Corte Constitucional en el Auto 124 del 25 de marzo de 2009 estableció, entre otras precisiones, que el Decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia
. Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de un nuevo pronunciamiento plasmado en el Auto 198 del 28 mayo de 2009, aclaró en qué eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del decreto 1382, y al efecto señaló la primera eventualidad, cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta Corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros. La segunda, cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un despacho diferente del superior funcional de quien la dictó.

El artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 señala el trámite de impugnación, de la siguiente manera:

“Artículo 32. Trámite de la impugnación. Presentada debidamente la impugnación el juez remitirá el expediente dentro de los dos días siguientes al superior jerárquico correspondiente.

El juez que conozca de la impugnación, estudiará el contenido de la misma, cotejándola con el acervo probatorio y con el fallo. El juez, de oficio o a petición de parte, podrá solicitar informes y ordenar la práctica de pruebas y proferirá el fallo dentro de los 20 días siguientes a la recepción del expediente. Si a su juicio el fallo carece de fundamento, procederá a revocarlo, lo cual comunicará de inmediato. Si encuentra el fallo ajustado a derecho, lo confirmará. En ambos casos, dentro de los diez días siguientes a la ejecutoria del fallo de segunda instancia, el juez remitirá el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.”

Por su parte, la Corte Constitucional en el Auto 085 del 8 de febrero de  2018, ANTONIO JOSÉ LIZARAZO OCAMPO, concluyó que por mandato del artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 y a partir del alcance que esta Corporación le ha otorgado a dicha disposición: “el conocimiento de la impugnación contra sentencias de tutela debe ser asumido por la autoridad judicial que, a partir de la especialidad y la función jurisdiccional, constituya el superior jerárquico del a quo.” Al respecto, dicha Corporación señaló lo siguiente:

“…  La Sala Plena reitera, tal como ha hecho en diversas ocasiones, que de una lectura sistemática del artículo 86 Superior y el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, se puede concluir que la intención del constituyente primario y del Legislador respecto de la aplicación de las reglas de conocimiento de la impugnación, fue la de la asignación del asunto al “superior jerárquico correspondiente”, esto es, aquel que de acuerdo con la jurisdicción y especialidad de la autoridad judicial ante la cual se surtió la primera instancia, funcionalmente funge como superior jerárquico. Dicho en otros términos, al referirse al superior “correspondiente”, la norma define la jerarquía orgánica y funcional del juez de primera instancia que es regulada en las leyes generales de los procesos; contrario sensu, si el Legislador hubiese considerado que todos los jueces de segunda instancia pertenecen a la jurisdicción constitucional y en esa medida, pueden conocer de cualquier asunto impugnado, no hubiera tenido la necesidad de precisar que se refería al juez “correspondiente”. (…)”  (Subrayas fuera del texto original)
De acuerdo con la situación fáctica propuesta por el señor ÁLVARO UMELVI HINCAPIÉ y la naturaleza del asunto debatido relacionado con la custodia del hijo menor solicitada por el accionante,  esta Colegiatura considera que la SALA CIVIL FAMILIA  del Tribunal Superior de este Distrito Judicial, es el competente para desatar la impugnación propuesta por el actor en contra de la sentencia de tutela de primera instancia emitida por el Juez Único Promiscuo del Circuito de Quinchía, Risaralda, por ser su superior funcional, a donde se ORDENA REMITIR inmediatamente la presente actuación. 
Entérese de esta determinación al accionante, para los fines consiguientes.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Teniendo en cuenta lo anterior, en el auto 124 de 2009 se establecieron “las siguientes reglas, las cuales son, simplemente, consecuencias naturales de la jurisprudencia constitucional tantas veces reiterada por esta Corte:  





     Un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). La autoridad judicial debe, en estos casos, declararse incompetente y remitir el expediente al juez que considere competente con la mayor celeridad posible. 


     Una equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autorizan (sic) al juez de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, a declarar la nulidad de lo actuado por falta de competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, tramitar la acción o decidir la impugnación, según el caso. 


Los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son aquéllos que se presentan por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). 


Estos serán decididos, en principio, por el superior jerárquico común de las autoridades judiciales involucradas o, en su ausencia, por la Corte Constitucional en su calidad de máximo órgano de la jurisdicción constitucional, de conformidad con las reglas jurisprudenciales que hasta el momento se han venido aplicando en esta materia.


Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes.”





� Del mismo modo y con relación a la regla previamente citada, tales excepciones, se presentarían en los casos en los que se advierta una manipulación grosera de las reglas de reparto, como cuando se asigna el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído.
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